
"Sobf? a do«rm«lo se elaboró una versión pCMca. de conformidad fil Artfoite m rfg irL^drA^.0
a ía Infofnración Publica ILAIP), protegiendo tos datos personales de las partes que Intervinieron en e) pícente

\  i

DéíélisdiÉ
d^Csiismitiof

TRIBUNAL

SA^CIQNADORi

Fecha; 11/03/2024

Hora: 11:45 a. ni.

Lugar: San Salvador.

Referencia:

970-2022

. , ■ RESOLUCION FINAL: -: ■ ^
:■ •••■ • r- : ^ —

I INTERVINiÉNfES' ■
Denunciante:

P CABLE MÁGICOroveedora dénunciáda: , S.A. DE C.V.

En fecha 20/10/2020. el serior
II. ^ HECHO&BENIMOADOS y ANTECEDENTES.

,  interpuso su detuincia—fótio í—en la
cual manifestó que es titular del servicio de cabje que ofrece ja denunciada, pero es el caso'que un día,
explotó uno de los aparatos que la proveedora había instaiado en; sü casa pai-a brindarje el servíeio eii
mención, y dicho acontecimiento oeasiónó daños en dos teíévisorescque estaban coneetadós ai aparato
aludido, eada televisor de ün valor aproximado de $2O0.OÓ dólares. Expone el consurrtídor que la
proveedora iietiró ámbós televisorés, rOeitipiazó uno de ellos por uno usado en mal estado físico, y por el
otro aún a la fecha de interposición de su denuncia, no: le habían dado "respuesta. Agrega que ademasiel
servicio ha sido prestado de manera irregular, ya que la mayoría del tiempo tto pueden: vet-so ©anales, por
lo que ha,reportado en diversas oportunidades, sin teiier Respuesta favorable.

Asimismo, en fecha 0.?/01/2()21 el CQnsurhidor ratificó .su denuncia en el Centro de Solución dé:

Controversias:—en adélanfé CSC—, en Goñtrá dé la proveedota (f. 10), a fin que la Detensoría dél
Consumidor iniciara las; diligencias de eonciliación, instancia en, la cual la parte proveedora no asistió a

des de las audiencia.s, conforme a ló consignado en las actas de resultado de eonciliaGÍón de folios :35 y
42, ni presentó causa justificada de su Incompafcconci I reiterada ■'

Én razón de lo anterior, y confoitme a! artículo l I2 inc. 2f de la LPC, se presumió legalmente como
cierto io inaniFestado por el eonsuinidor eri su denuncia y se .remitió et expediente, desde aquelía sede a
este TribUnúl. Posteriormente se inició el presente piocedimiento administrativo satic:ionatoriói inediante
resolución de las diez horas con cuarenta y tres inijuiios del día I O/Gl/2024 (fs. 4.5 al 47).

III. BKETENSIDM PARTICULAR.
El consutnidor iSoijeitó ''que el proveedor le responda reemplazando los dos téie\twteS por Mos

tíuÉvos en Men estadp y que además le compense por el mal servicio prestádó ptír él pfmeeddr,
prestándofe el servicio :de manera ininterrumpida por la misma cantidad de meses qíié ha tóriido
problemas, es decir siete meses, sin costo para el consumidor, pa queponlinúo cancelando los itmses O:
pesár de qtfe casi no tuvo servicio".

IV. INFRACCION ATRIBDIOA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCION.
Tal Gomo consta en resolución de: inició--folios 45-47—, .se le iniputa a la proveedora denunciada la

comisión de la infracción gravé éstabiécida en él artículo 43 ióto é) áe la LPC, que tsupuldi Son



injfmccimésgraves, las acciones u omisiones siguientes: e) No (...) prestar los servicios en ¡ús términos

contratadós (...) ".

La LPC prevé obiigaciohes y prPhibicionés dirigidas a ios proveedores, estableciendo una serie de

infracciones administrativas en caso de ¡ncuráplimientos por parte de ios mismos, entre las cuales se

encuentra la contempladá en el artículo 43 letra e) defia LPC, el cual, literalmente prescribe que constituye

una infraeeion gravé: "No entregar los bienes o prestar los servicios en los términos contratados "

(resaltado es propio). La anterior disposición, se encuentra estrechamente vinculada con la obligación que

la LPC dispone para todos los proveedores de servicios, según se establece en el artículo 24 de la ley en

mención: "Todos los profesionales o instituciones que ofrezcan o presten servicios, están óbligados a

cumplir e.Htrictomente con lo ofrecido a sus clientes: Las ofertas de servicios deberán establecerse en

forma clara, de tal tnanera que, según la naturaleza de la prestación, los mismos no den lugar a dudas

en cuanto a su calidad, cantidad, precio, tasa ó tarifa y tiempo de cumplimiento, según corresponda"

(resaltados son propios), de tai suerte que todo proveedor de servicios esta obligado a garantizar que el

consumidorfué plenamente informado de todos los términos de la contratación.

Por lo anterior, én ebpresente caso, este Tribunal deberá analizar si el supuesto infractor, proporcionó

de forma clara los términos de la contrátación, cuáles fúéron las condiciones en que se ofreció el servicio,

en cuanto a calidad, cantidad, preció y tiempo de cumpiimiento (entre otros), según eorresponda; y

determinar finalmente, la existencia deTincumplímiento por parte de la proveedora en ia prestáción de

los servicios, según ios términos contratados por él consumidor, lo que, en caso de cOnfíguraree, daría

lugar a la sanción prescrita en el artículo 46 del feferido cuerpo de ley, siendo esta la mülta hasta de

doscientos salarios mínimos urbanos en el sector CGmereio e industria.

V, CONTFST VCION DE LÁ PROVEEDORA DENUNCIADA
Se siguió el procedimiento consij„nado en el artíeuíd 144 y siguientes de la LPC, fespétando la garantía

de audiencia y el derecho de defensa de la proveedora CABLE MÁGICO, S.A. DE C.V., pues en

resolución de inicio de folios 45-47, se le concedió el plazo de diez días hábiles contados á partir del
siguiente al de ja notificáción de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumentos de
defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara eonyeniente, la cual fue notificada

a la misma en fecha 23/01/2024, según consta a folio 49. Asimismo, en fecha 08/02/2024 —folio 50— se

ordenó la apertura a prueba del présente procedimiento, el cual también fue notificado en fecha

20/02/2024 folio 52—sin; embargo, no hubo pronunciamiento, ni aportación de pruebas; por parte de
la proveedora, en ninguna de las referidas etapas.

Es así, que este Tribunal se pronuriciará sobre la conducta iniputada a la denuneiada con base en la

prueba qiie consta en el expediente de mérito, ya que np epmparéeió a ejercer su derecho de defensa, pese



" ■'■v/b

7

liabérsele otorgado la oportunidad procedímentaí para íiácerlo,
VI. VALORACIQK DE PRlJEBAÁlfeGHÓS PROBADOS '

A. De conforrnidad con los artículos 146 de la LPC y 1,06 ]nc; 3^ déla Ley de Procedímieñiw
Administrativos —en adelante LPA^t, las pruebas■oportimas, pertinentes y-eonducentes aportadas en el
procedimiento, serán valoradas eoníornie a las reglas de la sana crítica; ;a excepción de la prueba
documental, la cual se realizará conforme al valoi; tasado de la mismá, en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final prOñimciada en el proceso acumulado
con número cíe referencia 23-2003/41400,3/50-200:3/17-2005/2 D2D05, de fecha 18/12/2009, en lo que
concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "C«úr/id¿! la 'útilizaeión' de. la máxima de expenenda
viene predeterminada por la norma procesal, háblamos del sistema de valoración denominado prueba
tasada o tarifa legal; es decir, en la prüeBa tasada o tarifa legal, lo. qmhqee el legisladores proveer lina
de lasmciximas que deben mtegiarse al razonamiento probatorio deljuez, como la premisa mayor del
silogismo fundamental sobre cada medio de prueba (...) el legislador señala una lista de medios de
prueba y a cuda úna le asigna un determinado y preciso valor probatorio—cérteza objeiivá—• es decir
que, en este caso, amparado en la seguridad jurídica, el legislador détermina previamente la máxima de
experiencia, aunque con distinta fuerza dependieñdo de la prueba dé que se. trate'' (resaltados son
propios).

Dicho estOj el artículo 106 ine. 6° de la LPA, dispone: t'Los documentos Jbrmalizados: por los
funcionar¡ós a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos
legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo
que se acredite lo contrario ".

Además, el artículo 341 del. Código Procesal Civij y Mercantil —en adelante CPCM-- determina el
valor probatorio de jos instrumentos, así: "Gos instrumentos públicos .constitwrán prueba fehacie dé
los hechos, aetoéo estado de cqsctsqite documenten; de lafecha y personas qué intervienen en el mismc,
así como del fedatario o funcionario que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su

contenido y Otorgantes, si no ha sido impiígnáda. su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. SI no

quedó demostrada tras la impugnación, los instrumentos sevaloráran conforme a las reglas dé la sánd

crítica'' (resaltados son propios).
Así las. cosas, este Tribunal valorará la prúebá de cónfórmidad los métodos aCeptado.s en el

ordenamiento jurídico, para posterionnente determinar si, eii; el presente procedimiento se ha contigurado
la infracción consignada en el artículo 43 letra e) de la LPC,

/



B. En eí presente caso, es menester señalar que el expediente fue certifícado a este Tribunal de

conformidad a la presunción legal establecida en el artículo 112 inciso segundo de la LPC, por lo que en

aplicación de dicha disposición se presumirá legalmente como cierto lo manifestado en la denuncia.

De conformidad^ con el artículo 414 del CPCM, las presunciones legales, conocidas como

presunciones inris iantum, son aquellas en razón de las cuales la persona a la que favorezca quedará

dispensada de la prueba del hecho presunto al estar probados los hechos en que se base.

Sin embargo, las mismas admiten prueba en contrario, y en ese caso la actividad probatoria se podrá

dirigir lanío a demostrar que los indicios probados inducen a un hecho distinto o a ninguno, como a

efectuar la contraprueba de dichos indicios para establecer su inexistencia.

Jurídicamente, la presunción se define como aquel razonamiento en virtud del cual, partiendo de un

hecho que está probado o admitido, se llega a la consecuencia de la existencia de otro hecho que es el

supuesto fáetico de tina nonna, atendiendo al nexo lógico existente entre los dos hechos.

Las presunciones son un método lógico para probar y están compuestas estructuralmeníe de una

afirmación, hecho base o indicio, de una afirmación o hecho presumido y de un enlace. La afirmación

base o el hecho base —-también conocido como indicio— recibe esta denominación porque es él punto de

apoyo de toda presunción. La base de la presunción puede estar constituida por uno o varios indicios; pero

lo decisivo del indicio es que esté fijado en el procedimiento y que resulte probado. En conclusión, la

afirmación presumida o eí hecho presumido es una consecuencia que se deduce del hecho base o indicio.

C En el presente procedimiento sancionatOrio, se incorporó la siguiente prueba documental:

1. Fotocopia de solicitud de servicio y contrato de prestación de servicio de televisión por cable

suscrito con la proveedora CABLE MÁGICO, S.A. DE C.V. de fecha 29/01/2016 (fs. 18 y 19).

2. Fotocopia de factura No. a nombre del consumidor (f, 17).

3. Acta de resultado de conciliación, acuerdo en audiencia conciliatoria en fecha 28/01/2021, donde

consta que la proveedora ya había entregado uno de los televisores, y se llegó al acuerdó de entregar

un televisor Smart TV nuevo en reposición al dañado y aplicar descuentos en facturas del .servicio

al denunciante (fs. 23).

VIL ANALISIS DE LA CONFIGURACION DE LAS INFRACCIONES
A. En el presente caso la infracción denunciada por el señor i es la descrita

en el artículo A3 letra e) .de la LPC,. que prescribe: "Son infracciones graves, las acciones u omisiones

siguientes: e) No (...) prestar los .servicios en los términos contratados (...)"; en consecuencia, de la

documentación que Obra en el expediente administrativo, se ha acreditado, mediante prueba indiciaria o
directa:



1. La relación de consumo preexistente a la demjncia, entre e| conSüriTidor y la proveedoraven virtud

de un servicio de televisión por cable (fs. 18 y r9).
2. Los pagós lealizados por el sefior , ^ a la prpvéedotá CABLE

MADICO, S.A. DE G. V., por el servició de televisión por cable desde fecha: 29/0 í/201 í 7).
3. El ccjuipó para ofrecer el servicio de televisión por eáblCj presentó defectos provocando el daño

de dos televisores propiedad del consumidor, y en razón de ello.la proveedora entregó un televisor
al consumidor, y se obligó a entregar otro nuevo, para así solventar el problema al dénunciante

(f 23).

B. En virtud de lo anterior este Tribunal puede conclui r que, la proyeedora y el consumidor celebraron,

una contrataeión; que tenía por objeto un servicio de transmisión de seital de televisión por cable, el cual^

era prestado por medio de dispositivos electrónicos a los queae cohectaban los televisores, pero que uno,

de estos aparatos instalados por la proveedora para brindar e| servicio contratado, resultó defectuoso y

ocasionó daños en dos televisores del consumidor, de ta! magnitud que impidieron su uso. Ante e|lo,

consta que la proveedora realizó el cambio de uno de los televisorés, según se observa en documento de

entrega Ermado conforme por el consumidor (f, 24) y en el acta de resultado de conciliación (f. 23), la

cual goza de calidad de documento público conforme a lo dií>puesto: en el artículo 63 del Reglamento de

la LPC; ''Las actas mediante las cuates los funcionarios de la D^ñsprta hagancónstar las actuaciones

qué realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba perlrnente y siífícieníé sií inexactitud o

falsedad. El mismo valor probatorio tendrán los informes y oíros dpcúméníóS que emitan lOsfuncionarios

y empleados de la Defensor ía, en el ejercicio de susfunciones

Así también, en la citada acta consta que la proveedora sepbligó a entregar al consumidor un: televisor

SMARTIYnuevo de similares características, hecho que no consta aeréditadó eii.el presente expediente

administrativo, por ningún medio de prueba. En hilo con lo anterior, con el acta de resultado de

conciliación (f. 23), y en concordancia Con lo dispuesto en los arts. 1416 y Í417 del Código Civil, que

determina que lo pactado por las partes, es obligatorio para los contratantes, que además los contratos

deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas

las cosas que emanan precisamente de: la naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre

pertenecen a ella; y de los hechos rnanifestados por el consumidor, se ha acreditado que al moniento en

que se interpuso la denuncia en el Centro de Solución de Controversias de la Defensoría del Consumidor,

la proveedora no había realizado la entrega del bien nuevo prometido en óptimas condiciones de

funcionamiento, en virtud que el servicio contratado no se prestó en los términos esperados y acordados,

ya que uno de los dispositivos que la denunciada instaló para la transmisión de los canales por cable, fue

el causante de los daños en los televisores del consumidor.



Por lo anterior queda establecido qué la proveedora no prestó los servicios en los términos contratados,

debido a que el consumidor pagó tina cantidad de dinero por dicho servicio, esperando recibir como

contraprestación el disfrute de señal de televisión por cable, pero lo que obtuvo fue daños en sus

televisores que impidieron su uso y lógicamente impidieron que el denunciante gozara de los beneficios

del servicio que estaba pagando, por tanto, lo ofertado no fue cumplido en cuanto el consumidor esperaba

la obtención de un servicio de televisión por cable en óptimas condiciones, el cual en cambio resultó

perjudicial y contrario a lo esperado por el consumidor, siendo entonces que la proveedora no cumplió en

brindar conforme a las condiciones pactadas el servicio de televisión por cable.

C. Aunado a lo anterior, el presente procedimiento se inició bajo la pre.sunción regulada en el artículo

1 12 inciso 2° de la LPC, es decir qvie los hechos expresamente manifestados por el consumidor en su

denuncia se presumen ciertos; por tanto, le correspondía a la proveedora denunciada comprobar que

efectivamente el servicio fue prestado en los términos contratados, que los aparatos dañados por culpa del

.servicio mal prestado fueran reparados, sustituidos, o en su defecto, acreditara que los daños ocasionados

en los televisores no fueron por culpa de la instalación del servicio de televisión por cable, y que los

mismos fueron por causas ajenas a la voluntad de la denunciada, alguna documentación que sustentara

alguna causal válida que le eximiera de responsabilidad frente ados hechos denunciados. No obstante,

CABLE MAGICO, S.A. DE C.V., no presentó ningún tipo de prueba que reuniera dichas características,

a pesar de que se le brindó la oportunidad procedimental de ejercer su derecho de defensa al aportar los

elementos de prueba que justificaran si tenía una causa válida que le eximiera de la obligación de cumplir

con lo pactado en el acta de resultado de conciliación, y desvirtuar así la presunción del artículo 1 12 inciso

2° de la LPC.

En conclusión, del análisis de la prueba documental que ha sido incorporada al présente expediente

administrativo, la presunción legal de! artículo 112 inciso 2° de Ja LPC, la nula actividad probatoria

mostrada por la proveedora, y con fundamento en las disposiciones legales precitadas, este Tribunal

concluye que la proveedora no prestó efectivamente los servicios en los términos contratados,

configurando así la comisión de la infracción tipificada en el artículo 43 letra e) de la LPC, siendo

procedente sancionar a la proveedora CABLE MÁGICO, S.A. DE C.V., conforme al artículo 46 de la

misma ley, en relación a los hechos atribuidos por la denuncia interpuesta por el consumidor

D. Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de culpabilidad,
así:

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la Constitución que prescribe: «[tjoda
peisona a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme



a la ley y en juÍGio público, en el que se le aseguren todas las. garantías necesarias pa:ra\ su defensa»,

disposición que es apíicabíe no solo en el ámbito penal, sino además en el administratiyo sancionador

(sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Gonstitucional, doce horas del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional, respecto al principio dé ciiipabiíidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[e]l principio de culpábiíidad en esta materia supone el

destierro de las diversas formas de responsabilidad objetivacy rescata la óperatividad de dolo y la culpa
como formas de responsabilidad. De Igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad personal

por hechos propios, y de forma correlativa un, deber proeesál de la Administración, de evidenciar este

aspecto subjetivo sin tener que utilizar presimciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda la

posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicámente.en razón del resultado producido»

(sentencia de Inc. 18r 2008 de Saladc lo Constitucional doce horas veinte minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que üná de la sub-categorías o corolarios, del principio de ciílpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denpmítiácn la doctrina

administrativa sancionadora. Éste principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien en

forma.dóiosa o culposa Ha participado en Iqs hechos que Configuran una acción ilícita; así lo expone Nieto

al referir que «[e]l gravamen que la sanción repre.senta solo podrá recaer sobre aquellas IpersonasJ que

han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción. Por lo tanto, no es

posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo personal con el actor o la simple

titularidad dé la Cosa o actividad en cuyo marco se produce la infracción. La exigencia de

individualización de la sanción supone un veto a la responsabilidad objetiva» [Nieto, Ale|andro, Derecho

Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid, Editorial Técnos, p, 329;

201 1],

En este orden, conforme al principio deculpabilidad-solamente responde el administrado por sus actos

propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva, o basada en la

simple relación causal independiente de la voluntad del autor. En congruencia Con lo expuesto, en él

Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de tal suerte que el

elemento indispensable para sancionar un actuar, es la determinación de la responsabilidad subjetiva.

(Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la SCA, á las Catorce hoías cineúenta y uno minutos del

24/10/2019.

En relación con el tema de la responsabilidad subjetivá de la proveedora denunciada, este Tribunal

considera necesario analizar si el mismo.ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

la transgresión a la norma haya sido querida p se deba a imprúdencja o negligencia:. Por tanto, la existencia

de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la configuración de las conductas sancíonabíes.



Ahora bien, en el presente caso ha quedado establecido el cometimiento de la infracción de manera

culposa por parte de la proveedora, pues ésto no atendió con la debida diligencia su negocio, incumpliendo

su obligación de prestar los servicios que comercializa, de la calidad ofertada y en los términos

contratados, conforme a las obligaciones y prohibiciones contenidas en la LPC.

Vm. PARAMETROS PARA LA DETERMINACION DE LA SANCION

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció la comisión de la infracción grave

contenida en el artículo 43 letra e) de la LPC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos salarios

mínimos mensuales urbanos en la industria —artículo 46 de la LPC—; por ello, es facultad de este

Tribunal determinar las sanciones y cuantiílcar las multas que correspondan, a la luz dé los parámetros

establecidos en la LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable.

Así, este Tribunal establece los criterios para la determinación de la multa, siendo estos: tamaño de

la empresa, el impacto en los derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado o grado de

afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de intencionalidad del

infractor, el grado de participación en la acción u omisión, cobro indebido realizado y las circunstancias

en que ésta se cometa, según sea el caso,

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso;

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en .su

artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: "Microempresa: Persona

natural o jurídica qxie opera en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica

con un nivel de. ventas brutas anuales hasta 482 salarias mínimos mensuales de mayor cuantía y hasta

10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que opera en los diversos .sectores de la

economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482y hasta

4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con un máximo de 50 trabajadores".

A partir de la lectura del expediente administrativo, no es posible encajar a la proveedora CABLE

MAGICO, S.A. DE C.V., en ninguna de las categorías antes citadas, por no contar este Tribunal con la

documentación financiera requerida para efectuar dicho cálculo, pese a haberse solicitado con anterioridad

según.consta en la resolución de inicio del. procedimiento sancionatorio de mérito (folios 45-47).

Es decir, en el presente procedimiento administrativo sancionador la proveedora ha mostrado una

conducta procesal que evidencia el incumplimiento de su deber a prestar la colaboración que le es

requerida para el buen desarrollo de los procedimientos (artículo 17 número 5 de la LPA), por haber
omitido presentar la información financiera solicitada por está autoridad sancionadora.



Pes& a lo antes indicado, con cí objeto de cumplir su obligación de resolver, de conformidad a ios
principios que rigen el ius puniendi, se realizará una interpretación pro administrado, por lo que,

únicamente para los efectos de la cuaiitificación de la multa, este Tribunal procederá a considerar a la

proveedora como una micróemprcsa guardando el equilibrio entre la finalidad disuasoria de la sanción

pecuniaria y el principio de proporcionalidad de dicha medida.

hi. Grado de intencionalidad del infraelor.

Lste 11 ibunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando

menos GÚjposarnente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia

o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para

la configuración de la conducta sancionable.

^si, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto en él artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones administrativas son sancionables

aun a título de simple negligencia o descuido. Por otra parte, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo

42 inc. 2° del Código Civil, según el cual: "Culpa leve (...) es la falla de aquella diligencia y cuidado que

tos hombre.'t emplean ordinariamente en sus negocios propios (...) así como a lo estipulado en el inc.

3° del mismo artículo: "El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia es

responsable de esta especie de culpa", y a lo señalado en el artículo 947 del Código de Comercio, relativo

a que: "Las obligaciones mercantiles deben cumplirse con la diligencia de un buen comerciante en

negocia propio'L ;

En cuanto a la cornísión de la infracción regulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, del análisis de

los hechos y documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó una actuación negligente

por parte de la proveedora, pues ai ser una entidad dedicada a la comercialización de servicios de señal

dé televisión por cable, se espera que cumpla con la prestación de dichos servicios en las condiciones y

términos pactados, situación que no consta acreditada en el presente expediente, ya que no comprobó en

legal forma —por la nula colaboración en la aportación de elementos probatorios evidenciada en el

procedirniento—T, que el servicio había sido brindado en óptimas condiciones, o que tenía una causa que

exima de responsabilidad de responder por los desperfectos qiie presentaron los televisores del

Gonsiimidor, o en su defecto, haber demostrado que sí entregó al consumidor el televisor SMART TV

nuevo, que se acordó como reposición de uno de los televisores que resultaron dañados por la explosión

del equipo que la proveedora instaló.

Por lo que, se configura plenamente una conducta negligente por parte de la proveedora CABLE

MÁGICO, S.A. DE C.V., por no haber atendido con la debida diligencia do un buen comerciante en

negocio propio, las obligaciones y prohibiciones contenidas en la LPC.
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L\ Grado de paMicipación én lá acelón u omisión.

A partir de ün; examen del presente expediente administrativo^ queda demostrado que el grado de

paiíicipáción en la comisión de ia infraeción de la proveedora es directa e individual, pues se acreditó que

la proveedora CABLE MÁGICO, S.A. DE C.V., en relación a la comisión de ta infracción regulada en el
artículo 43 letra e) de la LPC, no cumplió con la prestación del servicio contratado por el consumidor

, en los términos acordados y esperados.

d. Impacto en tos derechos del consumidor y naturaleza del perjuicio Ocasionado^

Lsic p irámetro será considerado según [o establece la Sala de lo Constitucional en la sentencia de

inconsiiuiciDnalidad de ref. 109-2013 de fecha M/01/2016, en la que señala que uno de los factores de

dosimetría punitiva es: "{..J el henejicio que, si acaso, obtiene el infractor con el hecho". En el caso

concreto, es pertinente; señalar que la infracción administrativa relativa a "No (...) prestar los servicios

en los términos contratados —artículo 43 letra e) de la LPC— provocó, en principio, ün impacto negativo

en el derecho económico del consumidor, puesto que erogó cierta cantidad de dinero por la contratación

de un servicio, que no le fue prestado en la forma y calidad pactada, sino que por el contrario, provocó

que ¡ncurriera en másigastos posteriormente, por las fallas adicionales que los televisores piúsentaron.
e. Finalidad inmediata o mediata perseguida con la imposición de lá sanción.

Mediante la imposición de la sanción --multa—, este Tribunal Sancionadór pretende causar un efecto

disuasivo' en la proveedora CABLE MÁGiCG,;S,A. DE C.V> quien ha cometido la infracción descrita

en el articulo 43 letra e) de la L,PC, con el fin de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento de los

consumidores y que adopte las medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que le
impone la LPC, situación que no consta acreditada en,el presente procedimiento.

Por consiguiente, para la determinación \ cuantifícación de la multa procedente, este Tribunal debe

prever que, en el caso concreto, la comisión de. la conducta transgresora no resulte más ventájosa para la

infractora que asumir las sanciones Gorrespondiehtes, como consecuencia de las mismas.

IX.: UETERMINACIÓX:DE la SANGIÓN- y cuANTIFIGACIÓN DE LA MULTA
Este Tribunal, en uso de la sana crítica —artículo 146 inc. 4° de la LPC— y habiendo efectuado una

valoración conjunta de los criterios para determinación de la sanción—desarrollados en el apartado
anterior—, procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a la infractora CABLE MÁGICO. S.A.

La sanción oómmistratlva persigan uno finaMad pÚblIco por pane es desincentivar conductos il,citas, ratón por la cual no
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•DE C.V., piíes sé ha áéféditado el cométimiento.deija infracción consignada en lI irtíciiJo 43 letra éf dé^

láEPC, cóñsistérlte en: los términos cpftíratados: (•'•)"'

En tal: sentidoj habiendo conclüidG., entre otros aspectos, que la infracción coitietida es una de. las

calificadasxómó gfavéS, saneionablés con rnulta de hasta 200 salarios mínimos mensuales urbanos en la

industria, conforme al aftículo 46 de la LPC; que la proveedora es una persona jurídica cuya capacidád

económica, para efectos de este procedimiento, es —por presunción— la de una microemprma; que en

razón del grado dé intencionaíidad'de la conducta cometida por la proveedora denunciada,,!» se acreditó

el dolo sino negligencia; y, que ocasionó un perjuicio económico con la conducta conhétida; resulta

razonable la imposición de una sanción proporéional a la sola verificación del aludido quebrantamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la autoridad debén ádoptárse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre los medios, a enriplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este

Tribunal considera que en él présente procedinuento administrativo saneionador resulta pertinente fijar

una multa cuya cuantía resulta idónea, necesai la } proporéional para la consecución de loa finés

Gonstitucionalmente legítimos —efecto disuasorib-4, previniendo así, situaciones en donde la comisión

de laa conductas prohibidas por pai4e de los .svijetosi infractores resulta más benéficiosa que^ el

cumplimientode la norma mismai lo cual a su yezpódría llevar a incumplir la finalidad, dé tutela dé los

derechos de infonriación y éconóniiGQS de los consumidores.

Finalmente, eh el presente procedinriéñto la proveedora CABLE MÁGICO, S.A. DE C.V., Éá

mostrado una conducta procesal que evidertcia el incumplimiento de su deber a prestar la colaboráeión;

que le es requerida para el buen desarróllóíde los procedimientos (ariícuío 17 número 5 do la LPA), tal y

cómo se ha establecido en la letra a del romano Vlll, pues omitió presentar la información tributaria

solicitada pop esta autoridad sancionadora; y ajuicio de este Ti-ibunal dicho comportamiento denota falta

de diligenciá y de éooperación del agente infractor dentro del procedimiento administrativo saneionador.

Por consiguiente, y conforme al análisis antes expuesto, considerando los principios de disuasión,

proporGionalidad y razonabilidad qué deben su-stentar la imposición de la sanción, y deconíormidad con

lo regulado en el artículo 139 núméro 7 de la LPA. este .Tribunal impone a la proveedora CABLE

MÁGICO, S.Á. DE C una multa de UN MIL NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE DÓLARES

CON DIEZ CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (.$ 1,977,10),

equivalentes a seis Inésés con qüincé días de; salario mínimo mensual urbano en la industria, por la

comisión dé la inffacción,regulada en él artículo 43 letra e) de la Í.-PC, por no prestar los servicios.en los

términos ■contratados, según se ha establééidp en el presente procedimiento administrativo; multa; que
representa el 3.25% dentro del maigen máximo estipulado por ley corno consecuencia para ia comisiónV

■y;> f tí
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de tal :¡nñ'aeGÍÓn—2D0 salarios mínimos urbanos en él sector industria—, siendo, a juicio de este Tribunal,

proporcional á la gravedad que comportan los heChos, según las cireunstaneias objetivas y subjetivas

previamente analizadas.

X. RrPOSICION DE LÁ SITUACION ALTERADA

El consumidor solicitó en su clcntmcia que la proveedora: "le responda reemplazando los dos

televisoréspPr tinos huevos en buen estado y que además ¡é compense por el mal servicio prestado por

el proveedor, prestándole el sei'vicio de manera ininterrumpida por la misma cantidad de meses que ha

tenido problemas, es decir siete meses, sin costo para el consumidor, ya que continúo cancelando los

meses a pesar de que casi hO tuvo servicio Al respecto, es necesario señalar lo siguiente:

A. Concerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta infractora, la letra c) del

artículo 83:de:la LPC, expresamente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal se encuentra:

c) Ordenar al infractor, .en afectación a intereses individuales, colectivos o difusos, la

reposición de la situación álterada por la infracción, a su estado original. Entre las medidas para lograr

la reposición de la situación alterada podran ordenarse, la sustitución del bien; la. devolticióñ de lo

cobrado indebidamente o la rebaja delprecio

B. Siguiendo el mismo orden de ideas, la Sala de lo Constitucional, por medio de sentencia definitiva

pronunciada en el proceso de amparó referencia lM -2002, señaló que "Lo restitución de las cosas al

estado en que se encontraban antes de la violación, no debe entenderse únicamente desde el punto de

vista físico, sino desde tina perspectiva j;undieárpdtrimonial, como efecto directo de la sentencia

e.Ht¡matoria

En el mismo sentido, la Sala en mención, en la sentencia definitiva dictada en el proceso de amparo

referencia 73-2000, afirina qüe: reconócidá la existencia de un agravio en ta esfera jurídica del

demandante, la consecuencia lógica es reparar el daño, restaurando las cosas al e,nado en que se

encontraban antes de la ejectición del acto violatorio de derechos. Agrega que las sentencias pueden tener

distinto carácter, dependiendo del soporte jurídico y fáctico de la pretensión.

De igual forma, la SCA, por medio de la sentencia definitiva pronuneiadá a las diez horas treinta

minutos del 19/05/2008^ en él proceso ieferencia 130-2006, afirmó que el objeto de la normativa de

consumo hace referencia a la protección de los derechos de los consumidores, a efecto de procurar el

equilibrio, certeza, y; seguridad jurídica en las relaciones de consumo con los proveedores.

En respéto al prineípío de legalidad y con iaifinalidad de darle cumplimiento al artículo 101 de la

Constitución y a los principiGS y directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumidor, a
que ante los tieehos acaecidos a partir rie la fecha de eritrada en Vigencia de la LPC reformada, y ante una

eventual resolución definitiva estimatoria a la pretensión de los consumidores, este Tribunal está obligado

&



por ley a ordenar la reposición de: la situación alterada,por ¡a inñ'acción, según io dispuesto en el artículo

83 letra e) de la LPC.

G Por consiguiente^ conforme al,artículo 4 letra i) de la LPC la titularidad del derecho a elegir entre
la reducción del precíOj el cambio de producto o, la devolución de lo pagado le correspotide arconsuntidor
como un deieclio irrenunciable de acuerdo al artículo 5 de la: misma ley, por lo oue és- procedente ordenar

la reposición de la situación alterada de conformidad a la pretensión del consumidor, la cual consiste en:

éfí el reemplazo de (os televisores dañados.

Por consiguiente, en virtud de lo expuesto en el presente apartado, y doeumentacíón agregada al

expediente de-mérito, este Tribunal advierte qüe Uno de los teleivisóres si fué entregado al consumidor (fs.

23 y 24)v por lo que resulta pertinente ordenar a la proveedoraGABLE MÁGlGOy S.Á. pB€. V;, c?7/rcg/íe

al consumidor señor , ¡m televisor SMAJIT'"FV nuevo de similares

caraeterísticas al dañado, o en su defeclo la entrega del precio dei0sim. ajustado al mercado a tu ¡l

pomo haber prestado el servicio ,al consumidór.en los términos eontratadós.

XI. DECISION

Por tanto, sobre la base de lo; anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 11, 14- lUi

inciso 2° de la Constitución de la Repúbiíca; 4 letra i, 5, 24, 43 letra e), 4:6, 83 letras b) y e), 144 y

siguientés de la LPC; y:3i 78 inciso tercero, 139 y 154 de la LPA, este Tribunal RESIJEI>VE:

a): Sanciónese  d' la proveedora CABLE S.A. ÜC C.V. con la cantidad de tlN .MIL

NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE DÓLARES CON DIEZ CENTAVOS DE DOI MI

DE' LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, ($1,977.1.0):, equivalentes: d seis meses con

quince días de salario mínimo mensual Urbano en la imhisnrta—~Ú.E. N°6 del 21712/2017.

publicado en el D.O. N"240, tomo 417 del 2í2/12/2017-^en concepto, de multa por la comisión

de la infracción tegulada en el ,artículo 43 letra e) de la LPG, por no prestar los servicios en ios

términos eontratados conforme al análisis expuesto :eh los romanos VÚ y ; VlÜ de la presente

resolución y con fundamento en las disposiciones legales precitadas; ,

b) Órdénese a la proveedora CABLE MÁGICO, :S.A. DE C:V., entregue aí consumidor señor

, un televisor SMÁRT TV nuevo de similare.s mracíerístiuas ai dañado, o:

en su defecto la entrega delprecip del misrnq, ajustado al: mercado actúala en ra^un de uniservieio

qué no fue prestado en lag. condiciones pactadas, según 1o expuesto en el romauu X de la presente

resolución.

Lo Ordenado en el presente pronunGiámiento debe ser cumplido, dentro de los,diez días;hábiles
siguientes áL de la notifieación de esta resóiucfó^^^ debiendo comprobar i csic Tribunal su

cumpllmientó dentro del plazo indicado; caso contrario, la Secretaría de este 1 il i mi certiricai-á
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la presente resolución páM ser remitidá a la Fiscalía General de la República para su

ejecución forzosa.

c) en la Secretaría, de este Tribunal certifícación cíe la presente resolución al consumidor

para los efectos legales que éstime convenientes.

d) flágase Je/ cOKPc/m/eMto ¿fe en cumplimiento al artículo 104 de la LPA y

de conformidad a los artíeuíos 132 y ÍSS de la misma leyj la presente resolución admite recurso

de reconsideración, el cual puede ser interpuesto ante este mismo Tribunal Sanejonador de la

T)efensóría del Consumidor, dentrO: del plazo de diez días hábiles contados a: partir del día

siguiente a la nótifiGaciÓn de la presente resoiiiciÓn, éh la dirección siguiente: Calíe Poniente

y Pasaje''D"#5'i43i Colonia Escalón, San Salvador.

e) Kotifiquese.

José Leoisick: Castro

Présidente

Pablo J^ó^'elaya Meléndez
.^Prlinér vocal

Juan Carlos Ramírez Cieifüegos
Segundo vo'ca/

PRONUISCIÁD4 POR LOS MIlMliROS DEL TRIBUNAL SANCIONADOR DE LA DEEENSORÍA DEL
CONSUMIDOR QUE LA SUSCRIBEN.

Secretai Tri b u nal SMaionador

LM/MP
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